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M
alos tiempos para un presiden-
te que finaliza su mandato, 
que fue elegido y enseguida 
reelegido fácilmente, que 
pretendía haber dado vuelta 
a la página de medio siglo de 

conflicto armado y que se vanagloriaba de un buen 
balance en seguridad pública. La Corte Constitu-
cional rechazó la posibilidad de que aspirara a un 
tercer mandato. Los procedimientos en colusión 
con paramilitares (la “parapolítica”), continúan 
envenenando su entorno y a sus aliados, como 

esos 80 parlamentarios inculpados, de los que una 
cuarta parte se encuentra en prisión. El ex ministro 
de Defensa y sucesor a la presidencia autoprocla-
mado, Juan Manuel Santos, se encuentra práctica-
mente empatado en las encuestas con el meteorito 
del Partido Verde, el atípico ex alcalde de Bogotá, 
Antanas Mockus. Esto, a pesar de lo aquí expuesto 
y sobre todo, de las denegaciones a una acusación 
pública por haber cubierto, si no ordenado, el des-
vío de sus servicios de inteligencia, comenzando 
por el principal: el Departamento Administrativo 
de Seguridad (DAS). 
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« “A su lado el Watergate era un juego de niños. Ellos nos espiaron a nosotros, los 
peiodistas, y también a los defensores de los derechos humanos, a los miembros 
de las ONG, a los políticos de oposición, a los altos magistrados y hasta se espiaron 
entre ellos mismos. ¡Una pequeña KGB!” Pequeña, pero al parecer eficaz. Lejos 
de que esto constituya un halago, el parecido que el periodista Daniel Coronell 
encuentra con los símbolos de la guerra fría, marca la magnitud del escándalo. Un 
escándalo tejido de espionaje telefónico, vigilancia, intimidaciones, de exilios y de 
campañas de desprestigio personal como nunca había conocido la prensa del país 
antes del doble mandato de Álvaro Uribe.  
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Al final de la primera vuelta de la elección pre-
sidencial, este domingo 30 de mayo, es muy pro-
bable que se realice una segunda vuelta en la que 
se jugará la herencia de Uribe y su parte oscura. El 
escándalo de las interceptaciones telefónicas (las 
“chuzadas”) y sus consecuencias en las libertades 
públicas muestran ampliamente el precio real de 
la “resolución” del conflicto armado. También se 
destacan los métodos de comunicación de un go-
bierno . Lo que finalmente ha puesto en peligro el 
difícil equilibrio institucional de un país minado 
por la guerra y el narcotráfico, hasta el punto de 
preguntarse por el futuro del DAS. 

DINAMITADO Y SABOTAJES

A primera vista el pequeño local parecería la 
clásica oficina de una empresa de mensajería sin 
puerta blindada. Se llama la Sala Plata y cuenta 
con algunos ordenadores y puestos telefónicos 
ocupados por gente joven bajo la guardia vigilante 
de un oficial de seguridad vestido de civil y armado. 
¿Cuántas conversaciones escuchadas, fuentes de 
información interceptadas y vigilancias organiza-
das desde aquí y otras dos salas similares? Difícil 
estimarlo, pero hablar hoy de la Sala Plata es otra 
manera de resumir la institución que abriga y el 
escándalo que implica. 

En la mira del DAS y de la administración de 

Uribe desde mucho antes que estallara el escán-
dalo de las “chuzadas”, Hollman Morris espera hoy 
disculpas públicas de la institución. Gran conoce-
dor del conflicto armado, el director del programa 
Contravía, del canal público Canal Uno, anunciaba 
para el 13 de mayo una nueva interrupción de su 
emisión, lanzada en 2003. “Suecia, que se encon-
traba entre nuestros patrocinadores, nos hizo saber 
a través de su embajada que carecía de fondos. Pero, 
¿cómo no interrogarse sobre eventuales presiones 
venidas de arriba en plenas negociaciones comer-
ciales entre América Latina y la Unión Europea, 
cuando nosotros acabábamos de retomar la emi-
sión el 17 de septiembre de 2009 tras otro corte de 

ocho meses?” Amenaza-
do frecuentemente por 
paramilitares, señalado 
como un “vocero de las 
FARC”, detenido breve-
mente por el ejército en 
febrero de 2009 cuando 
cubría una liberación 
de rehenes de la guer-
rilla, el periodista debió 

tomar varias veces el camino del exilio. Para él, la 
nueva interrupción de Contravía no es sólo una 
“censura”, sino “el resultado de una propaganda 
negra instrumentada por el DAS”. 

Antes de que el escándalo de las “chuzadas” 
hiciera aparecer una lista de 16 periodistas de una 
decena de medios de comunicación –en realidad 
pueden ser más–, de entre un pico de 300 blancos 
de escucha, el DAS comenzó a interesarse espe-
cialmente en Hollman Morris y Claudia Julieta 
Duque, la muy tenaz periodista de Radio Nizkor. 
Los dos colegas investigaban lo sucedido luego del 
asesinato, el 13 de agosto de 1999, del carismático 
y mordaz editorialista Jaime Garzón. Ese crimen 
fue atribuido a paramilitares, pero salpicó rápi-
damente al DAS cuando la pareja de periodistas 
sospechó que éste había asfixiado el asunto. 

“Queríamos movilizar a los periodistas y a la 
opinión pública en torno al proceso judicial, un poco 
como en Argentina después del asesinato en 1997 del 
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Departamento Administrativo de Seguridad
Creado tras las revueltas del llamado “Bogotazo” de abril de 1948, que marcarían 
oficialmente el inicio de la violencia en Colombia, el Servicio de Inteligencia Colombiano 
(SIC) tomó oficialmente el nombre de Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) 
en 1960. Conformado por 6,000 agentes, 27 secciones departamentales y 20 puestos 
operativos en todo el territorio, el DAS se materializa en un alto edificio marcado con sus 
tres iniciales, ubicado en el barrio de Paloquemao, al este de Bogotá. Por mucho tiempo 
esta fachada, por donde pasa en teoría toda la información crucial para la seguridad 
del territorio, ha recordado ese 6 de diciembre de 1989, cuando un atentado terrorista 
atribuido al cartel de Medellín de Pablo Escobar, en complicidad con paramilitares, 
estuvo a punto de destruirla, causando más de 50 muertos y 600 heridos. La sulfurosa 
reputación del DAS comenzó en los años 1989-1990, por su rol jamás esclarecido en 
el asesinato de tres candidatos a la presidencia: Luis Carlos Galán, Bernardo Jaramillo y 
Carlos Pizarro. Hoy, este sombrío pasado regresa a la memoria como en eco al periodo 
presente. “¡Después de Uribe han escuchado más a Hollman Morris que antes a Pablo 
Escobar!”, ironiza un periodista. De 2002 a 2009 la institución de inteligencia ha visto 
pasar al menos cinco directores sin que por ello cesaran las escuchas ni la propaganda 
negra. 

Un especialista del 
conflicto: Hollman Morris, 
de cuarenta años de edad, 
se convirtió en uno de los 
principales expertos de su 
país en temas de derechos 
humanos y del proceso de 
paz. Fundador, junto con 
su hermano, de una casa 
de producción que lleva su 
nombre, él asumió en 2003 
la dirección del programa 
de reportajes Contravía.

« Entonces, comenzaron diez años 
de acoso, amenazas y propaganda 
contra mi persona »



reportero José Luis Cabezas. Entonces, comenzaron 
diez años de acoso, amenazas y propaganda contra 
mí”, expresa la periodista, recientemente reconocida 
con el premio de la sección sueca de Reporteros sin 
Fronteras. “Estuvieron en los estacionamientos donde 
me aparcaba, sabotearon la dirección de mi vehículo 
y fui víctima de un accidente en 2008”. Para Claudia 
Julieta Duque, varias 
veces obligada tam-
bién al exilio, el miedo 
comenzó en septiem-
bre de 2001, cuando 
fue víctima de un se-
cuestro. “De inmediato 
reconocí la marca del 
DAS por el tipo de vehículo utilizado por quien me 
seguía. Se confirmó más tarde que en el cuaderno de 
uno de mis agresores, informador del DAS, figuraba 
el número de teléfono de la dirección de derechos 
humanos del Ministerio del Interior”.

EL DESVÍO DEL G3, NUEVA UNIDAD DE 
ESCUCHAS

El conflicto abierto entre esos dos periodistas 
y los servicios de inteligencia anticipa y resume 
prácticas que se generalizan a partir del segundo 
semestre de 2003. A más de un año de la llegada 
de Álvaro Uribe al poder, el proceso de “desmovi-
lización” de los paramilitares es un compromiso 
oficial. La lucha contra las FARC prosigue y debi-
litará más tarde a la guerrilla. Pero había que im-
poner de inmediato la idea del inminente fin del 
conflicto y del regreso del orden. Una declaración 
de Álvaro Uribe hecha el 8 de septiembre de 2003 
en la Escuela Superior de Guerra, reproducida en 
un documento transmitido por uno de nuestros 
entrevistados, da una idea de la estrategia a seguir, 
del discurso que la transmite y de sus implicacio-
nes. El Jefe del Estado fustiga en ella a esos “politi-
queros, al servicio del terrorismo, que cobardemente 
se agitan en la bandera de los derechos humanos 
para tratar de devolverle en Colombia al terrorismo 
el espacio que la fuerza pública y que la ciudadanía 
le han quitado”. 

Esta acusación no es la única y a finales del año 
2007 Álvaro Uribe no dudará en atacar, a veces di-

rectamente, a periodistas como Daniel Coronell, 
hoy director del programa informativo Noticias 
Uno del Canal Uno y columnista del semanario 
Semana; Hollman Morris; Carlos Lozano, director 
del semanario comunista Voz y antiguo mediador 
del conflicto, o Gonzalo Guillén, corresponsal del 
Nuevo Herald (edición en español del Miami He-

rald). A estas declaraciones seguirán amenazas 
de muerte contra los periodistas, empujando a 
algunos de ellos al exilio. En todo caso, desde 
2003 el objetivo fue fijado. Esos molestos perio-
distas, políticos de oposición y defensores de los 
derechos humanos podían contrariar por sus crí-
ticas un ambicioso proyecto de seguridad pública. 
“Uribe quería una adhesión total de la población, 
a 100%, no demostrar la más mínima debilidad”, 
indica un director de periódico. En esta época, es 
preciso dotar al DAS de una nueva unidad de es-
cuchas, el G3. 

“El G3 forma parte del sistema llamado Espe-
ranza, que incluye también las escuchas de la po-
licía y del CTI (Cuerpo Técnico de Investigación), 
la unidad de inteligencia militar”, explica Felipe 
Muñoz. Consciente de la reputación de su insti-
tución, el director general del DAS, en ese puesto 
desde enero de 2009, intenta tranquilizar sobre la 
dirección del dispositivo: “este sistema se encuentra 
bajo el control de la Fiscalía General de la Nación, es 
decir, una de las mayores autoridades judiciales del 
país. Es técnicamente imposible realizar escuchas 
fuera de todo control. Sin embargo, es posible in-
cluir o comprometer a alguien utilizando los datos 
de otra persona o conectándose enseguida al inter-
locutor de la persona escuchada”. Pero, según un 
periodista espiado, el sistema permite no encon-
trar el rastro del “escucha”. El origen técnico de las 
“chuzadas” coincide aparentemente con esta des-
cripción. Esas interceptaciones y su seguimiento 
no habrían tenido la misma envergadura si el G3 
no hubiera sobrepasado rápidamente sus prerro-
gativas con algunas complicidades dudosas. 

Institución en la institución, el G3 es puesto en 
funcionamiento por el trío: Jorge Noguera, direc-
tor general del DAS de 2002 a 2006; su subdirec-
tor, José Miguel Narváez, ex alto funcionario del 
Ministerio de la Defensa y profesor de la Escuela 
Superior de Guerra, y uno de sus ex alumnos, 
Fernando Ovalle Olaz, especializado en la guerra 
política. En el asunto de Jaime Garzón es citado 
el nombre de José Miguel Narváez, oscuro perso-
naje, quien habría dado cursos en ciertas unidades 
de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC, 
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« Uribe quería una adhesión total 
de la población, a 100%.  No 

demostrar la más mínima debilidad »



paramilitares), según confesó uno de sus jefes, el 
tristemente famoso Salvatore Mancuso. 

“El caso Narváez es una parte del escándalo”, 
explica un antiguo defensor de la libertad de 
prensa, hoy de regreso al periodismo, encargado 
por su medio de comunicación del expediente de 
las “chuzadas”. “Lo cierto, a los ojos de la Fiscalía, 
es que el DAS funcionó un tiempo como una em-
presa criminal ligada o al servicio del paramili-
tarismo”. Alejandro Santos, director de Semana, 
que en febrero de 2009 hizo estallar el escándalo 
de las interceptaciones, fue él mismo víctima de 
ese procedimiento y confirma: “durante el periodo 
de Jorge Noguera, cuyas relaciones con el ejército y 
la policía eran execrables, el DAS se consagró, en 
unión con el Bloque Norte de las AUC, a la lucha 
contra aquellos que llamaba los ‘insurgentes’. De 
allí los asesinatos de sindicalistas y defensores de 
los derechos humanos considerados como ligados 
a la guerrilla”. De hecho, es bajo la acusación de 
homicidio que Jorge Noguera –muy cercano a 
Álvaro Uribe y quien se intuía desde la primera 
elección de éste que sería el director del DAS– 
está  encarcelado desde 2007. “No lo conozco y no 
lo defenderé ni en público ni en privado”, aseguró 
su actual sucesor, Felipe Muñoz. 

FALSOS POSITIVOS

Al lado del escándalo de las escuchas y la pro-
paganda estalla entonces el caso de los “falsos 
positivos”, una serie de ejecuciones extra judicia-
les que permitían sostener la tesis de una victoria 
inminente sobre la guerrilla. Poco importaba que 
desde hacía tiempo, lejos de toda guerra política 
o ideológica real, las FARC hubieran adquirido el 
rostro de una empresa criminal similar a la de los 
paramilitares y a la de los narcotraficantes. El pro-
ceso se encubrió. Y demuestra la contradicción de 

fondo entre un discurso oficial que anuncia que 
el conflicto se acabó y la propaganda negra que 
busca enemigos. 

El DAS se vuelve incontrolable en un contexto 
de fuerte permeabilidad entre sus funcionarios re-
gulares, los paramilitares infiltrados y las oficinas 
de seguridad privada, algunas encargadas de la 
protección de personalidades espiadas donde los 
ex miembros del DAS se reconvierten fácilmente. 
“De hecho, las actividades de espionaje y de repre-
sión dejaron de depender del solo monopolio del 
Estado, como debería ser el caso normalmente”, re-
marca Norbey Quevedo, del diario El Espectador. 

HASTA LAS ALTAS ESFERAS

Los años 2005-2006 marcaron una nueva etapa 
a medida que se fueron acumulando los asuntos 
de “parapolítica”. Gobernadores, parlamentarios 
locales e nacionales, políticos cercanos a la pre-
sidencia fueron perseguidos por la justicia. “El 
fenómeno de la parapolítica estalla para la opi-
nión pública un buen día con la increíble visita, 
en 2005, del paramilitar Salvatore Mancuso al 
recinto del Congreso, bajo el escandaloso aplauso 
de un cierto número de parlamentarios”, recuerda 
Alejandra Barrios, directora nacional de la Misión 
de Observación Electoral. Esta vez, los indeseables 
se encontraron dentro de una de las jurisdicciones 
más altas del país. A menudo reticente a abordar 
temas tan sensibles, la prensa no pudo evitar más 
hablar de la intervención de los jueces en la clase 
política dominante. “Fue en el momento en que 
concentramos nuestra atención en la ‘parapolítica’ 
que recibimos el golpe de la presidencia y comen-
zó la campaña de descrédito contra Semana. La 
contraofensiva era bastante sofisticada. Mientas 
que la Casa de Nariño criticaba nuestra ‘paranoia’ 
y nuestra ‘irresponsabilidad’, nosotros habíamos 
sido blanco de escuchas, pero también sufrimos 
curiosas intromisiones por la Internet, el pirateo 
de nuestro sitio, así como muchas idas y vueltas 
alrededor de nuestras oficinas”, cuenta Alejandro 
Santos. “Pero fue también en ese momento que re-
colectamos testimonios serios, aunque anónimos, 
de una veintena de personas del DAS o ligadas a 
él, quienes nos informaron de su infiltración por 
los paramilitares”.

Otro periodista escuchado, Norbey Quevedo, 
del diario El Espectador, ve en esta reacción el 
efecto de un doble pánico dentro del servicio de 
inteligencia. “Al interior, comenzaron a aparecer 
disfunciones. Jorge Noguera entró en conflicto 
abierto con su director de Tecnología e Informa-
ción, Rafael García. Es él quien hizo que cayera 
Noguera, confesando más tarde el reclutamiento 
de paramilitares por parte del DAS. Al exterior, 
la prensa se convirtió en un peligro, pues empezó 
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Daniel Coronell, traicionado por su fuente
Exiliado durante dos años en Estados Unidos tras recibir 
amenazas y sobrevivir un intento de asesinato, Daniel 
Coronell comprendió la magnitud de la cacería de brujas 
cunado regresó a su país, en junio de 2007. “Antes de 
mi partida, en 2005, entrevisté a una parlamentaria hoy 
encarcelada, acusada de comprar votos a favor de la 
reelección de Álvaro Uribe. Esta mujer, en una entrevista a 
RCN, dio cuenta públicamente de la conversación grabada 
conmigo. Desde allí comenzó la campaña de descrédito 
general contra mí, desde el nivel más alto del Estado. El 

mismo Álvaro Uribe exigió que se me investigara porque habría encubierto las pruebas 
de un delito durante tres años. Todo era bueno para derribarme. En 2009 mi colega 
Ignacio Gómez y yo sufrimos nuevos ataques después investigar asuntos financieros 
que involucraban a los hijos del jefe de Estado. Teníamos tan poca confianza en las 
telecomunicaciones que discutíamos el tema sólo entre nosotros, cara a cara”. 

« La prensa no 
pudo evitar 

más hablar de la 
intervención de los 
jueces en la clase 
política dominante »

DEFINICIÓN DE LA PARA-
POLÍTICA: parlamentarios, 
gobernadores y funcio-
narios elegidos que han 
empleado los servicios de 
los paramilitares –protec-
ción, apoyo financiero, en 
ocasiones la eliminación 
de opositores–, después 
de la estructuración del 
paramilitarismo en los años 
80. el fenómeno se acentuó 
bajo la presidencia de 
álvaro uribe.



a emplear la palabra ‘parapolítica’; también las 
prácticas del DAS comenzaron a filtrarse. Pero fue el 
mismo Rafael García quien estigmatizó una ‘prensa 
criminal’, que hay que acosar por medio de las es-
cuchas”. En 2006 la Fundación para la Libertad de 
Prensa (FLIP) tuvo conocimiento de que, además 
del espionaje telefónico, se vigilaba físicamente 
al diario Vanguardia Liberal. Habrá que esperar 
aún tres años y las revelaciones de Semana para 
que las prácticas del DAS salgan a la luz pública. 
Sin embargo, la profesión no conoció la tranqui-
lidad. “Las consecuencias de esas revelaciones son 
temibles para la práctica del oficio en sí, en la rela-
ción entre el periodista y su fuente, pues la prensa 
ya sufría de una fuerte autocensura”, lamenta el 
nuevo director de la FLIP, Andrés Morales. Como 
explica Norbey Quevedo, “los efectos psicológicos 
son severos […] De cualquier manera, el mal está 
hecho. Se instauró un clima de tensión. El miedo 
de permanecer en un lugar oscuro, de percibir una 
moto o la necesidad de cambiar de itinerario te per-
sigue hasta tu propio periódico. Yo evito siempre ir 
a las reuniones de redacción. No le hablo más que 
a uno o dos colegas, máximo”.

LOS HOMBRES PASAN, LAS PRÁCTICAS 
PERMANECEN

En medio de la tormenta de ese “Dasgate”, 
que agita en lo sucesivo a la campaña electoral, 
¿la prensa tardo demasiado en reaccionar?, ¿por 
miedo o por cinismo? Un poco de los dos, según 
el ex periodista y académico Javier Darío Restrepo, 
para quien “la mayoría de los medios de comunica-
ción permanecieron pasivos mucho tiempo frente a 
este increíble desvío de las actividades de un servicio 
de inteligencia, incluso si es cierto que los periodis-
tas no contaban siempre con un apoyo suficiente 
del medio donde laboraban y de la profesión en 
general”. Claudia Julieta Duque remarca la “dene-
gación” de los grandes medios de comunicación 
audiovisuales privados –Caracol y RCN– “quienes 
osaron aplaudir una ‘extraordinaria libertad de 
prensa’ durante el Día del Periodista, el 9 de febrero 
de 2010”. Javier Darío Restrepo reconoce al mismo 
tiempo que “este escándalo de interceptaciones 
constituyó un nuevo factor de presión sobre el perio-
dista, expuesto al riesgo en diferentes grados, según 
la región y el medio, trabaja permanentemente bajo 
el cálculo y la angustia”. Más optimista, Daniel Co-

ronell quiere creer que “la paranoia del periodista 
colombiano también le ayuda a sobrevivir”.

¿Las revelaciones de Semana habrían cam-
biado fundamentalmente los hechos si hubieran 
aparecido antes? Para Felipe Muñoz, “es normal 
que esta historia se infle en vísperas de las eleccio-
nes”. Daniel Coronell tiene otra explicación. “La 
propaganda del gobierno contra nosotros fue tan 
eficaz durante todos estos años, que muchos de los 
ciudadanos llegaron a trivializar esas prácticas. 
Para ellos, la libertad de informar es el privilegio 
de algunos periodistas en busca de popularidad 
personal. Sin esta propaganda de lo alto, el resto no 
existe. Poco importaba que los directores del DAS 
cayeran uno tras otro, pues el verdadero responsa-
ble seguía en el poder”. 

El DAS nunca habría podido maniobrar sin el 
apoyo, sino el aval directo del palacio presidencial. 
Una prueba de ello es que tocó el corazón del po-
der del Estado, testimonios de agentes del DAS lo 
sostienen. El 19 de mayo pasado la Procuraduría 
General de la Nación vinculó, por el espionaje de 
magistrados, a dos altos funcionarios de la presi-
dencia: al Secretario General, Bernardo Moreno y 
su Secretario de Asuntos Jurídicos, Edmundo del 
Castillo. También se hace referencia a otros dos: 
Mauricio Velásquez, Secretario de Comunicación, 
y Jorge Mario Eastman, antiguo asesor jurídico y 
ahora Viceministro de Defensa. 

ESCOLTAS INCÓMODAS 

Los periodistas colombianos habrían estado 
bien acosados, desde los estratos más bajos has-
ta los más altos. El Estado que los estigmatiza es 
el mismo que garantiza su protección cotidiana. 
¿Cómo oponerse a un gobierno aceptando las es-
coltas que pone a su disposición, y a la inversa? 
La angustia se entiende mejor frente a ese dilema. 
Y la pregunta se vuelve aún más crual cuando la 
misma protección se vuelve sospechosa. En 2002 
fueron introducidos “esquemas de seguridad”, que 
comprendían principalmente guardaespaldas y 
autos blindados, su asignación dependía de un 
estudio previo del riesgo. 

El Ministerio del Interior se encarga de esta 
evaluación. “Hoy, el ministerio también está en la 
mira de la Fiscalía”, recuerda Andrés Morales, de 
la FLIP. “Haya sido directamente cómplice o no, 
él tiene por lo menos una responsabilidad polí-
tica”. Las cosas se complican cuando se trata de 
contratar a los proveedores del esquema de se-
guridad. “La información obtenida por los escoltas 
de los periodistas –los 16 espiados de las ‘chuzadas’ 
tuvieron esta protección en uno u otro momento– 
fue forzosamente aprovechada por el DAS. El plan 
de intimidación del que fueron víctimas los perio-
distas implicaba que fueran seguidos lo más cerca 
posible en sus hábitos y movimientos”, como le 
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« … La mayoría de los medios 
de comunicación permanecieron 

pasivos mucho tiempo frente a este 
increíble desvío de las actividades de un 
servicio de inteligencia »

La disolución pura y simple del 
DAS no es del agrado de los pe-
riodistas; tampoco les satisfaría la 
sola condenación del controversial 
Jorge Noguera “pagando por todo 
el mundo”. 

La Fundación para la Li-
bertad de Prensa (FLIP), 
organización socia de 
Reporteros sin Fronteras 
en Colombia, creada en 
1996, posee desde 1998 
una red de alertas y de 
protección de periodistas 
(RAP), que cuenta con 29 
corresponsales en todo 
el país.



aseguran a la FLIP. 
Detrás de los actos de sabotaje de su automovil 

o la vigilancia de los vigilas del estacionamiento, 
Claudia Julieta Duque no duda en ver la mano de 
sus “protectores”. “No se trataba de proteger, sino 
de vigilarme e informar. Justo después de una reu-
nión con la FLIP, en la que exponía el problema, el 
DAS me hizo pasar por una activista loca que bus-
caba demoler la institución”. Su descripción coin-
cide con los métodos recomendados en un manual 
de espionaje dirigido a los funcionarios del DAS, 
destinado a vigilar y desacreditar personalidades 
consideradas molestas por el gobierno. Su exis-
tencia fue revelada en diciembre de 2009 y Felipe 
Muñoz identifica en ello “el verdadero escándalo, 
incluso primero que el de las escuchas”. El director 
general del DAS conoce el problema, él supervisó 
anteriormente oficinas de seguridad privada. 

El 11 de mayo, durante nuestra visita, Patricia 
Morris, esposa de Hollman y también periodista, 
tuvo un incidente con la escolta de la familia. Los 
agentes pertenecen a la sociedad Vise, un nido 
de ex miembros del DAS, fundada por un militar 
jubilado. “Me dijeron que no tenían gasolina y no 
podrían llevar más a los niños a la escuela. Después 
de una discusión, su director me riñó por teléfono. 
Es una forma de presión. El dispositivo se convierte 
en una prisión para ese a quien debería servir. No 
obstante, en 2008 la Corte Suprema confirmó que 
la protección debía adaptarse a la persona prote-
gida, y no al contrario, después de una demanda 
de Claudia Julieta Duque”.  “Incluso una aparente 

muestra de confianza de la escolta puede tener 
doble filo”, remarca Hollman Morris. “¿Cómo sen-
tirse seguro cuando tus propios guardaespaldas, 
ex miembros del DAS, te confían que su institu-
ción original busca obtener información sobre ti 
a través de ellos?”

En Noticias Uno, Daniel Coronell e Ignacio 
Gómez, poseen también una protección. Para el 
primero, se trata de una escota mixta del DAS y 
de la policía. “Estoy contento de tener una escolta, 
pero también soy consciente de que me vigilan. ¿Re-
tirarla? Denunciar el esquema de seguridad vuelve 
implícitamente a darles permiso de matarte”. 

LOS RIESGOS DE UNA GRAN LIMPIEZA

Doce reformas desde su creación, 16 mil expe-
dientes, 100 visitas de la policía judicial, 70 peti-
ciones de orden de las ONG, 10 procedimientos y 
cuatro directores destituidos, de los que uno está 
tras las rejas después del escándalo. Felipe Muñoz 

hace cuentas esperando que sean saldadas y ad-
mite suspirando que “la cultura de la casa será 
difícil de cambiar”. El actual director del DAS dice 
ofrecer todas las garantías de transparencia, inclu-
so se queja de no ser suficientemente consultado 
por los periodistas. ¿Está ya definida la suerte del 
DAS bajo el impulso de una campaña que podría 
llevar al poder a alguien ajeno al campo de Uribe? 

Felipe Muñoz se confiesa expectante 
del resultado del escrutinio y de la 
fecha de la investidura presidencial, 
el 7 de agosto. “La propuesta de sus-
tituir al DAS por un nuevo servicio de 
inteligencia ya está en los cajones del 
Congreso. El marco legal de ese tipo de 

actividades será totalmente revisado, se instalará 
un centro de protección de datos. Lo esencial de la 
futura ley de la información introducida en 2009 
será discutido en el próximo mandato”.

Mientras tanto, la campaña se acelera. El verde 
de Antanas Mockus rivaliza con el naranja de Juan 
Manuel Santos en las fachadas de los edificios y 
las camisetas de los militantes. El ex alcalde de 
Bogotá podría ser favorito en una segunda vuelta. 
Los sondeos inundan las columnas y las pantallas. 
Los rumores de posibles fraudes se esparcen de 
golpe. Algunos hablan de “sondeos negros”, mini-
mizando el peso de un electorado joven favorable 
al ex alcalde de Bogotá. “La campaña de Juan Ma-
nuel Santos se endureció realmente desde que las 
encuestas de opinión daban la ventaja a Antanas 
Mockus”, remarca la fundadora del medio elec-
trónico La Silla Vacía, Juanita León, ex miembro 
de Semana y del diario El Tiempo. “Desde que El 
Espectador reveló los planes de propaganda negra, 
esta vez en la campaña, tenemos más difícilmente 
acceso al entorno del ex Ministro de la Defensa del 

7I N FO RM E SO BRE EL D EPARTAM ENTO AD M I N ISTRATI VO D E SEG U R I DAD -  CO LO M B IA////////////////////////////////////////////////

« … La liquidación del DAS es un excelente 
medio para que no se haga justicia »

Semanario de referencia: nacido 
en 1982, Semana es el semana-
rio más leído de Colombia. Re-
ferencia en materia de análisis 
político, cuenta con más de un 
millón de lectores mensuales. 
Su director, Alejandro Santos, 
pertenece a la misma familia que 
el ex Ministro de Defensa, Juan 
Manuel Santos, candidato a la 
sucesión de Álvaro Uribe. “Pero 
ese lazo de parentesco nunca 
impidió que fuéramos muy 
críticos de la administración de 
Uribe”, insiste el director.

Fotos de rehenes de las FARC, en la sala de redacción de Semana



gabinete de Uribe”. Felipe Muñoz, remarca que en-
tre los seis pretendientes a la sucesión de Álvaro 
Uribe, dos fueron espiados, pero “circulan bajo 
la protección del DAS”. El liberal Rafael Pardo y el 
líder del Polo Democrático, Gustavo Petro. Con la 
excepción de este último, nadie ha subrayado aún 
públicamente la cuestión. ¿Que pasará con el gran 
edificio de Paloquemao tras el 7 de agosto? 

La disolución pura y simple del DAS no es del 
agrado de los periodistas con quienes estuvimos 
en contacto; tampoco les satisfaría la sola conde-
nación del controversial Jorge Noguera “pagando 
por todo el mundo”. “La liquidación del DAS es un 
excelente medio para que no se haga justicia”, in-
siste Daniel Coronell. “Liquidando la institución, 
eliminamos también la ropa sucia”. Andrés Mora-
les, de la FLIP, matiza: “el argumento de la infiltra-
ción de una institución externa también puede ser-
vir para eximirla”. ¿Habrá comenzado la limpieza 
antes que el debate? Se cree que dos días después 
de las revelaciones de Semana, una gran parte de 
la documentación ligada al escándalo desapare-
ció definitivamente en la basura de Paloquemao. 

“¡Falso!”, replica Fe-
lipe Muñoz. “Todas las 
pruebas están en manos 
de la Fiscalía. En lo que 
respecta a las escuchas, 
es imposible borrarlas. 
El sistema Esperanza 

fue concebido de tal manera que forzosamente 
queda un rastro de todos esos datos”. El director 
general del DAS provocó la indignación declarando 
en un debate del Congreso que él se disculparía si 
un “1% de las acusaciones de Claudia Julieta Du-
que contra el DAS fuera probado”. “Yo simplemente 
quería decir que ese 1% sería ya muy grave en sí”, 
argumentó en su defensa el funcionario. 

Como lo exige la Constitución colombiana de 
1991 y el Código del Contencioso Administrativo, 
la prensa tuvo acceso a través de la Fiscalía al fa-
moso documento del 17 de marzo de 2009, donde 
se mencionan los nombres de los periodistas es-
piados, junto con los de magistrados y políticos. 
Ese documento sólo confirmó lo que muchos ya 
sabían, y según Andrés Morales, “es muy difícil 
estimar lo queda por saber”. Por otra parte, el jo-
ven director de la FLIP teme que el argumento del 
atentado contra la libertad de prensa tenga poca 
resonancia. Álvaro Uribe, sus aliados o herederos 
“siempre pueden asegurar que el número de pe-
riodistas asesinados o agredidos ha disminuido 
durante su doble mandato”. 

Lejos de Bogotá, en Popayán, los representan-
tes de diez medios de comunicación afiliados al 
Consejo Regional Indígena del Cauca constatan 
algo diferente. Periodistas comunitarios de ori-
gen Nasa, Missak, Yanacona o Totoró denuncian 
el “plan de muerte” en que se traduce la persecu-
ción de los paramilitares, las FARC y a veces, del 

ejército, así como “una propaganda negra que los 
presenta como enemigos o como puras víctimas”. 
¿Otro lugar? ¿Otra realidad? Esos periodistas siguen 
padeciendo la realidad de la guerra. El escándalo 
del DAS quizá recordó de otra manera a la prensa 
de Bogotá que la guerra no ha terminado. 

RECOMENDACIONES

Si el seguimiento de este asunto depende en gran 
parte del resultado de la elección presidencial, y 
considerando los importantes avances de la inves-
tigación en curso, Reporteros sin Fronteras emite  
las siguientes recomendaciones:
- que se desarrolle lo más rápido posible la inves-
tigación sobre los agentes encargados de la pro-
tección de periodistas, que pertenezcan, hayan 
pertenecido o colaborado con el DAS. 
- que una comisión independiente, con el acuerdo 
de la Fiscalía, realice un inventario completo de los 
documentos, archivos e informes de escuchas aún 
disponibles en el DAS o en las administraciones 
acusadas de haber espiado a profesionales de los 
medios de comunicación y acosado a sus fuentes. 
Que este inventario también sea autorizado al in-
terior de la Casa de Nariño, sede de la Presidencia 
de la República. 
- que todos los documentos, grabaciones y otras 
pruebas de propaganda del Estado contra perio-
distas, sean reunidos en una base de datos bajo el 
control de la Fiscalía y sean puestos a disposición 
de la prensa y del público.
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« … La disolución pura y 
simple del DAS no es del 

agrado de los periodistas  »
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